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Prólogo



			Este libro recoge artículos publicados y conferencias pronunciadas en Europa, pero también, en su mayoría, en tierras sudamericanas con motivo de diversas estancias realizadas desde 2012. Es a los profesores Giovanni Priori y Luiz Guilherme Marinoni a quienes debo el haber reunido estos trabajos en el presente libro. Mi más sincero agradecimiento a ellos, así como al profesor Christian Delgado, quien se encargó de la gestión material de este proyecto en su calidad de coordinador de la colección en la que se inserta esta obra y por la importante labor de traducción de varios de estos textos ahora presentados.. Me siento sinceramente honrado; también, me alegra mostrar el apego de los juristas franceses a Perú y, más ampliamente, a Sudamérica. Durante mucho tiempo, hemos mantenido un fructífero intercambio, más allá del derecho procesal, a través de instituciones muy antiguas como la Société de législation comparée1 y la Association Henri Capitant des amis de la culture juridique française2, que cuentan con un número importante de juristas sudamericanos entre sus miembros.


			Estas contribuciones abordan temas de interés para la evolución contemporánea de la justicia y del proceso en el sistema francés. Aunque trata, principalmente, sobre la justicia civil y el proceso, la mayoría de los aspectos de la evolución que se abordan en este libro son igualmente válidos para la justicia penal o la justicia administrativa. No es irrelevante hablar del “sistema” francés de justicia. Esto significa que la justicia francesa ya no puede pensarse como una simple yuxtaposición y superposición tanto de tribunales como de juzgados, los cuales han sido legados de forma aleatoria por la historia, organizados de forma separada y que funcionan de forma autónoma unos de otros. Estas jurisdicciones forman un conjunto cuyos elementos son interdependientes, que deben obedecer a los mismos principios fundamentales de buena justicia, dominados por las exigencias universales de un proceso justo3, y que, hoy en día, están sometidos a los mismos retos y limitaciones, en particular, los de la economía y las nuevas tecnologías. En efecto, los medios de justicia no son proporcionales a la demanda de justicia, sino que tienden a reducirse bajo el efecto de la crisis económica, mientras que la demanda social de justicia tiende, por el contrario, a aumentar. Por lo tanto, hay que hacer concesiones en el marco de las políticas públicas de justicia, cuya definición no es sencilla porque la justicia no puede considerarse como cualquier otra administración del Estado. Las sentencias no se dictan como se construyen las autopistas o se fabrican los coches. No se trata solo de repartir derechos suum cuique tribuere, sino también de asegurar la paz social haciendo que las partes implicadas en un conflicto sean conscientes de su común pertenencia a la misma sociedad. El acto de juzgar tiene una función ética más allá de su función técnica, lo cual es una finalidad duradera más allá de su propósito inmediato.


			Las cuestiones de la administración de justicia, a las que se dedica la primera parte de este libro (The managerial imperative / El imperativo gerencial), han pasado a ser centrales. Han sufrido y siguen sufriendo una extraordinaria evolución, como lo ejemplifica la mutación contemporánea de la noción de buena administración de justicia, que es el tema del primer capítulo4. Esta noción es indicativa de la creciente importancia de las consideraciones de gestión en el sistema de justicia. Hay que encontrar constantemente un equilibrio entre diferentes tendencias que no se ajustan espontáneamente: un equilibrio político entre la eficacia económica y las garantías judiciales, que es el tema del segundo capítulo5; y un equilibrio técnico entre la rigidez y la flexibilidad de las normas procesales, que es el tema del tercer capítulo6. Esta creciente importancia de la gestión judicial podría ser un riesgo si esta gestión no se enmarcara en un movimiento de democratización de la justicia. Uno de los retos contemporáneos es, sin duda, consolidar una justicia democrática dentro del Estado de derecho. Hay muchas maneras de democratizar la justicia. Se piensa, por supuesto, institucionalmente, en las garantías constitucionales de independencia de los jueces, bajo el control de un Consejo Superior de Justicia (Conseil supérieur de la magistrature en Francia) cuya composición debe evitar tanto el escollo de la sumisión al poder ejecutivo (o legislativo) como el de un corporativismo que lo convertiría en patrimonio exclusivo de los propios jueces. La justicia se imparte en nombre del pueblo, por lo que el Consejo Superior de Justicia debe ser representativo de la sociedad. Sin embargo, esta democratización debe implicar, en primer lugar, el acceso libre, igualitario y sin restricciones de los justiciables a todo el sistema de justicia. Esta exigencia, sobre la que el Proyecto Florencia, por iniciativa de Mauro Cappelletti, estudió sus formas y alcance hace unos cuarenta años, no ha perdido nada de su relevancia. Al contrario, la cuestión de la asistencia jurídica se plantea más que nunca en competencia con las nuevas técnicas de financiación de los litigios, como los seguros de protección jurídica. Los métodos alternativos de resolución de litigios se desarrollan en todas partes y, en algunos países, constituyen incluso verdaderos problemas de orden público. Asimismo, la protección de los intereses colectivos se ha ampliado y reforzado mediante acciones colectivas que adoptan diversas formas según los países. Lo que está en juego es aún más importante hoy en día que en el pasado, debido a los riesgos que la tendencia a la privatización de la justicia, bajo la influencia de la ideología liberal, supone para el acceso a la justicia, tal y como se analiza en el cuarto capítulo7.


			En este sentido, la segunda línea fuerte de evolución de la justicia contemporánea y del proceso toma la forma del giro contractual de la justicia, abordado en la segunda parte en el corazón de esta obra (The contractual turn / El momento contractual). Con el contrato, la democratización de la justicia toma el camino del procedimiento. Este pasa por la promoción de un modelo cooperativo del proceso en el que el juez y las partes, y sus abogados, colaboran en la gestión del procedimiento en el marco de procesos participativos. Esta tendencia a la contractualización de la justicia y del pleito se observa desde hace treinta años y no ha dejado de crecer. Sin duda, el contrato siempre ha sido un medio de solución de conflictos, y esto ha sido así desde el derecho romano, que ya conocía el arbitraje y la transacción. El propio proceso jurisdiccional fue concebido como una especie de contrato que cristalizaba la litiscontestatio. No obstante, este papel tradicional del contrato en la solución de los litigios se ha desarrollado y diversificado de forma inédita al margen de cualquier procedimiento jurisdiccional, así como ante el propio juez, como se intenta esbozar en el capítulo quinto8. El contrato se ha convertido incluso en un instrumento para anticipar la solución de un litigio con la inserción en los contratos civiles y mercantiles de cláusulas de litigio, mediante las cuales las partes contratantes se preocupan por la forma en que se resolverá su posible litigio en caso de que surja. Además, el contrato ya no es un simple instrumento para resolver un litigio, como una sentencia, sino que también se ha convertido en una herramienta de gestión de los procesos judiciales con los acuerdos procesales que las partes y el juez celebran en el curso del proceso. Incluso, esta constituye una forma de administrar la propia justicia, como cuando se celebran contratos de objetivos entre el Ministerio de Justicia y los tribunales con el fin de mejorar su rendimiento, o cuando se firman protocolos procesales entre un tribunal y el colegio de abogados para adaptar la gestión de los procesos, como se prevé en el capítulo sexto9. Esta contractualización es un fenómeno especialmente estimulante para el espíritu: rompe las divisiones tradicionales del derecho como la que, por ejemplo, separa el derecho de los contratos y el derecho de los juicios, de lo que se derivan considerables problemas de cualificación que obligan a abandonar la propia disciplina en favor de una fértil interdisciplinariedad, como muestran, por ejemplo, los acuerdos procesales que se tratan en el séptimo capítulo10 de este libro. Por otro lado, también combina las técnicas de resolución de conflictos, lo que puede dar lugar a la aparición de nuevas figuras jurídicas, de las que el arbitraje ofrece varios ejemplos, que se evocan en el octavo capítulo11. Por lo tanto, se trata de un sistema de justicia plural que se está poniendo en marcha, y que es concebido sobre la base del modelo a medida y no del modelo prefabricado.


			El panorama de la evolución contemporánea de la justicia y los juicios estaría incompleto si no se aborda la cuestión de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, las cuales están renovando profundamente la forma de pensar y organizar el sistema judicial. Se trata de una auténtica revolución, el tercer gran eje de la evolución contemporánea de la justicia y el juicio que se está produciendo ante nuestros ojos. La tercera parte de este libro está dedicada a esta revolución (La mutation technologique / El cambio tecnológico), la cual es sin duda una revolución tecnológica comparable a la que constituyó la invención de la imprenta, pero, además, es una revolución antropológica, pues está trastornando la relación entre el hombre y la máquina, lo que, según algunos, puede llegar a cuestionar el papel, o incluso la existencia, del Estado como principio de organización de la sociedad humana. Entonces, no se trata solo del impacto en el proceso de los modos de comunicación electrónicos, como prevé el capítulo nueve de este libro12, sino que es la propia digitalización nativa de la justicia la que está en juego y la que se aborda en el décimo capítulo, autorizada ahora por los datos abiertos de las decisiones judiciales gracias al desarrollo de la inteligencia artificial y la promesa, maravillosa para algunos, angustiosa para otros, de una llamada justicia predictiva que relegaría al juez al rango de accesorio inútil de una época pasada13.


			Ya no basta con esperar que lo peor no sea seguro, debemos actuar para que lo peor no sea seguro. En esta acción, los profesores de derecho deben desempeñar su papel de observadores vigilantes de la evolución del derecho.
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El imperativo gerencial


		


	

		

			
1. La noción de buena administración de la justicia


			Sumario: 1. Los procedimientos jurisdiccionales en relación con la buena administración de la justicia - 2. La buena administración de la justicia en relación con los procesos (processus) administrativos


			1. ¡Qué tema tan singular la buena administración de la justicia! Puede parecer todavía más singular interesarse en ella desde el punto de vista del Derecho privado, ya que la división del Derecho público y del Derecho privado no parece tener mucho sentido aquí, y, aún más, debe ser interesarse en la noción de la buena administración de la justicia, ya que esta es considerada como polisémica14. Todo se presta a equívocos: la justicia, la administración, la bondad15, y a esta noción difícil de delimitar el Derecho público le ha prestado más interés que el Derecho privado16.


			Pese a ello, la buena administración de la justicia no es desconocida para el Derecho privado. La expresión no figura en los códigos de Derecho sustancial, concretamente, en el Código Civil, pero los códigos de Derecho procesal, Código de Procedimiento Civil17 y, sobre todo, el Código de Procedimiento Penal18, así como el Código de Organización Judicial, hacen referencia a ella explícitamente o a través de expresiones derivadas que reenvían a la misma noción, así se trate de la bonne justice19 (“buena justicia”), de la bonne administration des services judiciaires20 (“buena administración de los servicio judiciales”) o del bon fonctionnement de la justice21 (“buen funcionamiento de la justicia”).


			De manera bastante curiosa, los diccionarios jurídicos no tienen ninguna entrada correspondiente a la buena administración de la justicia22, si exceptuamos el Vocabulaire juridique Cornu que, de todos modos, reenvía a la entrada “buena justicia”, definida como “le bienfait attendu du service de la justice, dette de l’Etat, devise du juge” (“el resultado positivo esperado del servicio de la justicia, deuda del Estado, objetivo del juez”), sea en el sentido de “celle qui est dans le jugement, lorsque la solution qu’il donne au litige est fondée en vérité, droit et équité” (“la que está en el juicio, cuando la solución que da al litigio se funda en la verdad, el Derecho y la equidad”) o la de “celle qui doit guider le juge […] dans la recherche des meilleures solutions à donner à des problèmes de procédure et de compétence, afin que soient jugées dans le temps raisonnable qui convient les affaires ou les questions qui vont ensemble” (“la que debe guiar al juez […] en la búsqueda de las mejores soluciones para los problemas de procedimiento y de competencia, para que sean juzgados en plazo razonables y convenientes de manera óptima para los casos y cuestiones que van juntos”): en este último sentido, la buena justicia es un critère directif de bon sens23 (“criterio directivo de sentido común”).


			2. La buena administración de la justicia se interesa tanto por la obra de la justicia, celle qui est dans le jugement (la que está en el juicio) como [por retomar la expresión del Vocabulaire juridique Cornu] por la solución del litigio conforme al derecho y a la equidad, como justicia administrada por el juez, quien es ministro de justicia, así como el cura es el ministro de culto, teniendo ambos un deber más que ser poseedores de un poder.


			Etimológicamente, el ministro es un servidor; administrar es servir; administrar la justicia es servir la justicia, es decir, dar a cada uno lo suyo y asegurar la paz civil. Cada uno reconoce las dos finalidades del acto de juzgar identificadas por Paul Ricoeur: en primer lugar, su finalidad corta, que se corresponde con la función técnica del juicio (reparar un perjuicio, sancionar una infracción, acordar alimentos); y su finalidad larga o amplia, que expresa la función ética del juicio (juzgar bien para vivir juntos, hacer tomar conciencia a cada uno de la pertenencia de todos a la misma sociedad)24. Es, en este sentido, que, hasta el siglo XX, los autores hablaban de la administración de la justicia, siguiendo a Boncenne, quien, en 1828, abría su tratado de Théorie de la procédure civile con las siguientes palabras: “Il y a sur l’administration de la justice des idées fondamentales qui se trouvent par-tout, et que le simple instinct de notre existence sociale a dû suggérer”25 (“hay sobre la administración de la justicia ideas fundamentales que se encuentran en todas partes y que el simple instinto de nuestra existencia social ha debido sugerir”). Este sentido de la administración se aplica a la justicia concebida como valor o virtud. Apreciada en relación con los méritos de la demanda presentada ante el juez, su cualidad, su “bondad” si se quiere, depende de vías de recurso, especialmente, en cuanto a la rectitud y conformidad a las reglas de derecho. El artículo 604 CPC estipula lo siguiente: “Le pourvoi en cassation tend à faire censurer par la Cour de cassation la non-conformité du jugement qu’il attaque aux règles de droit” (“el recurso en casación tiende a hacer censurar por la Corte de Casación la no conformidad de la sentencia que ataca a las reglas de derecho”).


			3. No es, en ese sentido, en la buena administración de la justicia que conviene concentrarse, ya que esta se interesa sobre todo en la justicia en funcionamiento, que se muestra inicialmente a través de los procedimientos jurisdiccionales. Es, entonces, esta “celle qui doit guider le juge […] dans la recherche des meilleures solutions à donner à des problèmes de procédure et de compétence, afin que soient jugées dans le temps raisonnable qui convient les affaires ou les questions qui vont ensemble” (“la que debe guiar al juez […] en la búsqueda de las mejores soluciones para los problemas de procedimiento y de competencia, para que sean juzgados en plazos razonables y convenientes de manera óptima para los casos y cuestiones que van juntos”), lo que permite, por ejemplo, juntar instancias (jonction des instances) o evocar el fondo de un asunto. Este sentido procedimental de la buena administración de la justicia es tradicional y constituye sin duda el corazón de la noción en Derecho privado; asimismo, este implica un sentido de la administración que se aplica a la justicia concebida no como valor o virtud sino como institución26. A ella se refieren la mayoría de las hipótesis en las que los códigos y la jurisprudencia tratan de la buena administración de la justicia. Sin embargo, sería un error limitar la noción de buena administración de la justicia solo a estas ocurrencias.


			La administración de la justicia no se reduce a los procedimientos jurisdiccionales que conducen a la sentencia. Estos procedimientos jurisdiccionales son posibles únicamente por la existencia de una administración en el sentido organizacional del término. El órgano está en adelanto con respecto a la función. La justicia es una administración del Estado y participa en sus misiones de servicio público, financiada por lo impuestos en el marco presupuestario de la nación. Administrar la justicia es también gestionar los medios de los que dispone la institución judicial para llevar a cabo su misión. Administrar bien la justicia es administrar bien los medios de la justicia, lo que plantea la cuestión de los criterios de la buena administración de la justicia en este nuevo sentido, ya que la justicia no es una administración del Estado como otra cualquiera, esto debido a sus finalidades, las cuales no se pueden reducir a simples cuestiones contables y a imperativos ordinarios de gestión, expresados por la referencia, reciente y creciente, al management de la justicia27. Hay en ello un cambio de perspectiva, que traduce semánticamente la aparición de la noción de calidad de la justicia28, lo que incluye muchos peligros, ya que la preocupación en cuanto a los medios puede ser preponderante en cuanto a la realización de sus objetivos.


			4. La calidad de los procedimientos jurisdiccionales no depende hoy de la única conformidad al derecho, especialmente, al derecho a un juicio justo, sino que depende también de la calidad de los procesos administrativos subyacentes a los procedimientos jurisdiccionales. El momento es crucial y el cambio es paradigmático cuando la buena administración de la justicia es puesta a prueba en los procesos administrativos, mientras que, tradicionalmente, son los procedimientos jurisdiccionales los que son puestos a prueba por la buena administración de la justicia (I). 


			
1.	Los procedimientos jurisdiccionales en relación con la buena administración de la justicia


			5. Estamos aquí ante el pendiente jurisdiccional de la buena administración de la justicia, que se corresponde con su sentido tradicional, lo que conviene analizar en sus aplicaciones (A) antes de hacer explícita su significación (B).


			A. Aplicaciones


			6. De acuerdo con el vocabulario jurídico de Cornu, la buena administración de la justicia es “celle qui doit guider le juge […] dans la recherche des meilleures solutions à donner à des problèmes de procédure et de compétence” (“la que debe guiar al juez […] en la búsqueda de las mejores soluciones a dar a los problemas de procedimiento y de competencia”).


			1°) Los problemas de competencia lato sensu pueden conducir tanto a un reenvío del asunto de una jurisdicción a otra, como a la designación de un juez específico.


			7. a) Se trata en primer lugar, propiamente, de resolver el conflicto de competencia tras haber solicitado la intervención de dos jurisdicciones distintas29. Este conflicto puede aparecer en presencia de litigios idénticos, como es el caso de la litispendencia30, o en presencia de conflictos próximos, como es el caso de la conexidad31. Hay conexidad cuando dos jurisdicciones igualmente competentes son solicitadas para litigios entre los que existe una relación en la que el interés de la buena justicia, o de una buena administración de la justicia, es hacer que sean instruidas y juzgadas juntas32,33. “Buena justicia” y “buena administración de la justicia” son claramente sinónimos. Dos decisiones implican una que está de más; entonces, de alguna manera, es una negación de la justicia, como en todas las situaciones en las que puede haber una contrariedad de decisiones34. Se trata de una cuestión de hecho, apreciada de manera soberana por los jueces del fondo y la directiva que recuerda frecuentemente que hay que averiguar “si les instances présentent entre elles une corrélation telle que la solution de l’une doive nécessairement influer sur la solution de l’autre, de telle sorte que si elles étaient jugées séparément, il risquerait d’en résulter une contrariété de décisions”35 (“si las instancias presentan entre ellas una correlación tal que la solución de una deba necesariamente influir en la solución de la otra, de manera que, si fueran jugadas de manera separada, podría resultar de ello una contrariedad de las decisiones”). En tal caso, puede pedirse a una de las dos jurisdicciones36, según modalidades variables en materia civil y penal, que no intervenga y reenvíe el conocimiento del asunto a la otra.


			8. Fuera de las situaciones de litispendencia o de conexidad, hay otras hipótesis de reenvío de un litigio de una jurisdicción a otra que son también justificadas por medio a la buena administración de la justicia. Puede ser en caso de incompetencia37 o de imposibilidad38 de un juez, de su incapacidad de hacer frente solo a la carga de un litigio grave o complejo39 , o, simplemente y sin más justificaciones40, buscando la buena administración de la justicia41, salvo que se precise que la buena administración de la justicia no puede justificar un reenvío diferente del previsto por la ley42.


			9. b) Paradójicamente, se recurre también a la buena administración de la justicia cuando ningún juez es designado naturalmente para conocer de un litigio. La hipótesis se produce en materia internacional cuando el orden jurisdiccional francés es internacionalmente competente a causa de la nacionalidad francesa del demandante, por aplicación del artículo 14 del Código Civil. Esta pertenencia del litigio internacional a la jurisdicción francesa no permite, generalmente, determinar, entre las jurisdicciones francesas, la que es especialmente competente para conocer del litigio. Esta determinación solo puede resultar por hipótesis de las reglas ordinarias de competencia interna. La jurisprudencia ha admitido que el demandante podía válidamente solicitar la intervención de la jurisdicción francesa de su elección, a causa de una relación de pertenencia de la instancia al territorio francés o, en su defecto, según las exigencias de una buena administración de la justicia43.


			10. De cierta manera, puede igualmente relacionarse con esta primera serie de hipótesis el control de la ejecución de las medidas de instrucción en materia civil. En principio, se da competencia aquí al juez que ordena la medida, cuando esta no procede de él mismo, o, cuando la medida es ordenada por una formación colegial, se da preferencia al juez que se encargaba de la instrucción y, en su defecto, al presidente de la formación colegial si el control no se ha confiado a un miembro de esta (artículo 155 CPC). De todos modos, el Código de Procedimiento Civil dispone desde 1998 que “Le président de la juridiction peut dans l’intérêt d’une bonne administration de la justice désigner un juge spécialement chargé de contrôler l’exécution des mesures d’instruction confiées à un technicien en application de l’article 232” (“el presidente de la jurisdicción puede, en el interés de una buena administración de la justicia, designar un juez especialmente encargado de controlar la ejecución de las medidas de instrucción confiadas a un técnico en aplicación del artículo 232 ”). Esta medida alternativa y facultativa puede permitir, especialmente, en las jurisdicciones importantes, un mejor seguimiento de las medidas de instrucción ejecutadas por un técnico para que se proceda con diligencia44. Esta preocupación guía también el recurso a la noción de buena administración de la justicia en la solución de los problemas de procedimiento.


			2°) La noción de buena administración de la justicia se invoca en hipótesis múltiples y variadas, en materia penal aún más que en materia civil. Si uno quiere limitarse a lo esencial, la buena administración de la justicia se utiliza para solucionar ciertas cuestiones de procedimientos, una vez más entendidas en sentido amplio, en presencia de instancias simultáneas o sucesivas.


			11. a) La buena administración de la justicia, o la buena justicia, se invoca, inicialmente, en presencia de instancias simultáneas llevadas ante la misma jurisdicción45, lo que puede ser oportuno juntar si tienen entre ellas una relación tal que es de buena justicia instruirlas y juzgarlas juntas para evitar decisiones contrarias46. Esta hipótesis de juntar instancias se aproxima del reenvío por causa de conexidad debido al criterio que tienen en común47, pero se diferencia de ella en la medida en que no se trata aquí de competencias concurrentes entre dos jurisdicciones48. Entre las dos, el artículo 107 CPC ofrece, además, el ejemplo de una situación intermedia: “S’il s’élève sur la connexité des difficultés entre diverses formations d’une même juridiction, elles sont réglées sans formalité par le président”49 (“si surgen sobre la conexidad dificultades entre las diversas formaciones de una misma jurisdicción se solucionan sin formalidad por el presidente”). Esta preocupación de evitar las soluciones inconciliables explica también la extensión posible de la cosa juzgada, no solo en materia penal50, sino también en materia civil, en las situaciones de litisconsortium cuando existe una relación de solidaridad y, a fortiori, de indivisibilidad entre las partes51. La jurisprudencia justifica, igualmente, la suspensión del procedimiento (sursis à statuer) en materia civil en todos los casos en que este no es impuesto por ley52.


			12. b) El recurso a la buena administración de la justicia recubre motivos diferentes cuando se invoca en presencia de instancias sucesivas. No se trata, en ese caso, de evitar las contrariedades entre las decisiones, las cuales están en la lógica misma de las vías del recurso (retractación, reforma o anulación), sino de evitar de perder el tiempo reagrupando ante la jurisdicción superior el conjunto de elementos del litigio, tanto los que han sido juzgados en primera instancia y que han dado lugar a recursos, como los que no lo han sido. Tales son las hipótesis de evocación, admitida tanto en materia penal como civil53, como una facultad ofrecida al juez de administrar mejor la solución del litigio que le ha sido sometido54. Esto se debe a que deroga al principio de la doble instancia de jurisdicción55, facultad que está, en principio, ofrecida al juez únicamente en virtud de una disposición expresa de la ley56. Es el caso, en materia civil, de lo que ocurre cuando una jurisdicción de primer grado, sin pronunciarse sobre el fondo del litigio, ha estatuado sobre cuestiones previas de competencia57, medidas de instrucción o de excepción del procedimiento que pone fin a la instancia58, a lo que la Corte de Casación ha añadido, más allá de las previsiones de la ley, el caso en que el tribunal de apelación sería solicitado para la apelación de una sentencia de suspensión del procedimiento59 (sursis à statuer), al menos desde que esta apelación ha sido autorizada en conformidad con el artículo 380 CPC60. En todos estos casos, la jurisdicción de segunda instancia va entonces, tras haberse pronunciado sobre la cuestión del procedimiento sometida a su control, a evocar el fondo del asunto para dar una solución definitiva al litigio en vez de enviar en este sentido el asunto ante la jurisdicción de primera instancia. Es también el caso, en materia penal, de las circunstancias próximas de las previsiones del Código de Procedimiento Civil61, pero también, específicamente, cuando la jurisdicción de instrucción de primera instancia no ha desempeñado correctamente su oficio en los plazos requeridos: la cámara de instrucción puede entonces sustituirla en el interés de una buena administración de la justicia62.


			13. La referencia a la buena administración de la justicia no se limita a las hipótesis que acabamos de mencionar. Hay otras que pueden ser mencionadas únicamente para recordarlas63. Así, la aplicación inmediata de la nueva ley de procedimiento penal, más favorable a las personas perseguidas en justicia, se relaciona también con la preocupación de buena administración de la justicia64, lo que puede parecer paradójico vista la posición adoptada por la Corte de Casación en materia de retención (garde à vue), la cual censuró a los jueces del fondo, quienes, fundándose en el artículo 6 de la Conv. EDH, habían descartado la aplicación de las reglas en vigor, menos favorables a las personas perseguidas, lo que no podían hacer “sans porter atteinte au principe de sécurité juridique et à la bonne administration de la justice”65 (“sin causar perjuicio al principio de seguridad jurídica y a la buena administración de la justicia”). A la diversidad de utilizaciones de la buena administración de la justicia se añade, de esta forma, una diversidad de sentidos que requiere algunas explicaciones complementarias.


			B. Explicaciones


			14. No se trata aquí de explicar el régimen jurídico de las instituciones procedimentales que hacen referencia a la buena administración de la justicia. Estos regímenes son diversos, la buena administración de justicia conduce a veces a decisiones del juez, y, otras veces, a decisiones o actos de otros actores del proceso66. Asimismo, en caso de decisión judicial, estas decisiones son a veces auténticas sentencias67, a veces, simples medidas de administración judicial68 con las consecuencias que conllevan tradicionalmente, especialmente, desde el punto de visa de las vías de recurso69, aunque sean discutibles70. Es más interesante profundizar en la naturaleza funcional de la noción de buena administración de la justicia, así como en su valor normativo.


			15. 1°) La naturaleza funcional de la buena administración de la justicia solo necesita una breve observación. La noción de noción ha suscitado siempre interés71, y, desde algunos escritos canónicos, es costumbre distinguir las nociones conceptuales y las nociones funcionales72. Con relación a esta distinción, la buena administración de la justicia es sin duda una noción funcional, cuyo contenido varía en función del uso al que se destina. Sin embargo, sus finalidades son diversas, aunque, esencialmente, el panorama de las aplicaciones de la noción revela dos objetivos mayores: evitar las contrariedades de las decisiones y favorecer una resolución diligente del litigio, lo que expresa, por lo demás, la definición propuesta por el Vocabulaire juridique Cornu: “afin que soient jugées dans le temps raisonnable qui convient les affaires ou les questions qui vont ensemble”73 (“para que se juzguen en el tiempo razonable que conviene los asuntos o las cuestiones que van juntos”). La mayoría de las aplicaciones de la noción se aproximan a una u otra de estas finalidades, directa o indirectamente74. Simple cuestión de hecho, la noción es por tanto flexible y su utilización reposa, generalmente, sobre la apreciación soberana del que la utiliza75, cuando no se deja a su discreción76, lo que dispensa la decisión de motivación.


			16. 2°) El valor normativo de la buena administración de la justicia merece ser más subrayado. Los textos que reenvían a lo que impone o permite la buena administración de la justicia son de origen normativo variable, sea reglamentario en materia civil, o legislativo en materia penal. Si embargo, la importancia de las finalidades que persigue la coloca en un nivel bastante elevado de los valores normativos, ya que numerosas disposiciones de derecho interno la tratan como igual al orden público77. El Consejo Constitucional ha visto en ello un objectif à valeur constitutionnel78 (“objetivo de valor constitucional”), al que la Corte de Casación no deja de hacer referencia en materia penal, especialmente, para apreciar (y, en realidad, denegar) el carácter serio de las cuestiones prioritarias de constitucionalidad que le transmiten79. La Corte Europea de Derechos humanos ha reconocido, igualmente, el principio de buena administración de la justicia con el fundamento del artículo 6 conv. EDH80.


			La buena administración de la justicia es, por lo demás, susceptible de bloquear ciertos derechos fundamentales consagrados por la Convención Europea de Derecho Humanos, como lo ha juzgado el propio Tribunal europeo de derecho humanos en un asunto en que las autoridades judiciales italianas habían rechazado retardar, a petición de un abogado de confesión judía, una audiencia fijada el día de una fiesta judaica. El Tribunal de Estrasburgo ha admitido que la existencia de una injerencia en el derecho a la libertad de religión protegido por el artículo 9 conv. EDH podía ser justificada por la protección de los derechos y libertades, y, especialmente, el derecho de los justiciables a beneficiarse de un buen funcionamiento de la administración de la justicia y el respeto del principio de un plazo razonable del procedimiento81.


			La buena administración de la justicia no impide, de todos modos, el respeto del orden público; no permite derogar a reglas imperativas82 y si no es contraria, por principio, a las reglas del proceso justo al que participa “au regard notamment de l’exigence d’une durée raisonnable de la procédure”83 (“con respeto especialmente a la exigencia de una duración razonable del procedimiento”), es en la medida únicamente en que no conlleva prejuicios para los derechos fundamentales que son parte integrante de lo que podría llamarse orden público procesal como, por ejemplo, los derechos de la defensa y, más especialmente, el principio de contradicción84. La búsqueda de eficacia jurisdiccional no debe hacerse despreciando las garantías fundamentales del proceso, que participan a la garantía de los derechos85. Allá donde se ve que la buena administración puede estar también al servicio de los justiciables como de la administración judicial, la dificultad es mantener el equilibrio entre los dos términos de la ecuación que, en cambio, deberían coincidir de manera ideal. El equilibrio no es fácil de encontrar usando la buena administración de la justicia que se invoca en el marco de procedimientos jurisdiccionales; lo es todavía menos cuando la buena administración de la justicia es la parte de los procesos administrativos sobre los que reposa la actividad de las instituciones jurisdiccionales.


			
2.	La buena administración de la justicia en relación con los procesos (processus) administrativos


			17. La línea mediana superada, estamos ahora ante el aspecto administrativo de la noción de buena administración de la justicia, que puede parecer un aspecto más innovador del tema. En realidad, las apariencias deben ser matizadas. Tomada en consideración desde el punto de vista de los procesos administrativos, la buena administración de la justicia no es una noción tan nueva como puede parecer. Es incluso una antigua preocupación de la economía de la justicia que hunde sin duda sus raíces en el Antiguo Régimen y los códigos contemporáneos aun contienen sus huellas (A). La novedad reside sin duda en la promoción de la buena administración de la justicia con otras palabras, las de los procesos administrativos y del case management, como principio directivo de la acción administrativa en materia de justicia (B).


			A. Buena administración de la justicia, procedimientos jurisdiccionales y procesos administrativos


			18. La búsqueda de una justicia eficaz en la que las sentencias sean adoptadas rápidamente, que pasa a menudo por una simplificación de las formas de proceder y una aumentación de los poderes del juez, es muy antigua. El derecho francés no ha esperado a que las luces del análisis económico del derecho le lleguen desde Chicago para traducir en sus reglas las necesidades de una buena gestión de la regulación judicial de los litigios. Desde el siglo XII en que se establecieron, con la consolidación de la monarquía capétienne y las primeras fundaciones de la justicia francesa moderna, la historia del procedimiento civil está sembrada de eventos que traducen una preocupación de intendencia, que está ya de alguna manera en la economía de la justicia, lo cual prueba la importancia de las consideraciones económicas en la elección de las reglas de organización judicial y en las reglas del procedimiento civil86.


			En muchos sentidos, la institución de los tribunales de comercio87, la reforma del procedimiento civil por medio de la Ordenanza de 166788 y la creación de estadísticas judiciales al final del siglo XVIII en relación con el desarrollo de la gestión descentralizada de los servicios del Estado89 estaban motivadas por la búsqueda de una mejor administración de la justicia, y el hilo rojo conductor podría sin ninguna dificultad ser desarrollado hasta la elaboración del nuevo Código de Procedimiento Civil que es ejemplar por su preocupación en cuanto a la economía procedimental. Este código es la ilustración misma de la preocupación de ofrecer a los actores del proceso civil los medios de un control eficiente del espacio y el tiempo procedimental90. Esta motivación no es extranjera a los procedimientos jurisdiccionales; de esta forma, el Código de Procedimiento Civil de 1975 dispone que “le juge veille au bon déroulement de l’instance” (“el juez vela sobre el buen desarrollo de la instancia”) (art. 3) y que, en la elección de las medidas de instrucción necesarias para la administración de la prueba, “doit limiter le choix de la mesure à ce qui est suffisant pour la solution du litige, en s’attachant à retenir ce qui est le plus simple et le moins onéreux” (“debe limitar la elección de la medida a lo que es suficiente para la solución del litigio, dando prioridad a la retención de lo que es más simple y menos oneroso”) (art. 147). Sin embargo, es sobre todo el Código de la Organización Judicial el que es testigo de estas preocupaciones. Lo que ocurre es que este código tiene menos por objeto la reglamentación de los procedimientos jurisdiccionales que la organización del servicio público de la justicia. Es, hablando propiamente, un Código de Administración de Justicia de Derecho privado, un código de justicia de Derecho privado por así decirlo, en la línea de su homólogo, el Código de Justicia Administrativa91, percibido como un “pequeño código”, tradicionalmente, sin atención especial, eclipsado por la fuerza normativa y simbólica del Código de Procedimiento Civil y del Código de Procedimiento Penal92. Este un código no de sentencias, sino de medidas, precisamente, medidas de administración judicial, que los códigos de procedimiento consideran como cuantitativamente inferiores93.


			El Código de Organización Judicial se refiere también a la buena administración de la justicia en muchos sentidos. Del principio al final, así se trate de las jurisdicciones como de casas de la justicia y del derecho (maisons de justice et du droit), se da poder a los jefes de la jurisdicción, a sus delegados o los órganos que dirigen para encargarse o velar por la bonne administration des services judiciaires94 (“buena administración de los servicios judiciales”), al bon emploi des moyens95 (“buen empleo de los medios”), a su bon fonctionnement96 (“buen funcionamiento”) o al bon fonctionnement administratif 97 (“buen funcionamiento administrativo”). Y es por medio de las medidas de administración judicial que esta buena administración de la justicia se realiza tradicionalmente. No es cuestión de tratar aquí las medidas de administración judicial, las cuales no se reducen a la buena administración de la justicia98. Basta con observar que el interés reciente es sobre estos actos de administración del juez, relacionado con la aparición y el aumento de importancia de las cuestiones de economía judicial, así como con los problemas que conllevan con respecto a la buena justicia en cuanto al respeto de las exigencias de un juicio justo99. Estas medidas están en efecto en la intersección de la administración y de la justicia, o, por decirlo de otra manera, de los procesos administrativos y de los procedimientos jurisdiccionales100: si las medidas de pura gestión administrativa dependen sin duda de las primeras101, las medidas de organización jurisdiccional y de gestión procedimental se inscriben en las segundas, lo que, por un lado, debe hacerlas escapar del control de la jurisdicción administrativa102 y, por otro lado, implica que solo puedan ser ordenadas por el juez103.


			19. Sin embargo, los diferentes aspectos de la actividad judicial no están en compartimentos estancos: la buena administración de los procesos administrativos favorece la buena administración de los procedimientos jurisdiccionales, y viceversa, como una mala administración de los procedimientos jurisdiccionales puede afectar a la administración de los procesos administrativos, y viceversa104. De esta forma, así como la mujer desconocida del familiar sueño de Verlaine, la administración de los procesos administrativos es, en cuanto a la administración de los procedimientos jurisdiccionales, ni tout à fait la même, ni tout à fait une autre (“ni exactamente la misma, ni exactamente otra distinta”). Estas interacciones tienen, claro está, repercusiones en términos presupuestarios, las dotaciones que se atribuyen a tal acción no se atribuyen a otras, y estas elecciones pueden tener consecuencias en cuanto a la calidad en la manera en que la justicia es administrada. No hay duda, por ejemplo, de que las condiciones materiales de recepción de los justiciables convocados a las audiencias del juez de asuntos familiares (cuestión que depende de los procesos de decisión administrativa) pueden tener una influencia sensible en el desarrollo de estas audiencias, que estas se harían respetando las exigencias del proceso justo; una recepción deplorable no favorecerá la calidad de la audiencia ni la buena administración de la justicia. Por ello, estas interacciones tienen también incidencias en términos jurídicos en la medida en que los principios del proceso justo pueden aplicarse no solo a los procedimientos jurisdiccionales y, por tanto, a los códigos de procedimiento, sino también, indirectamente, a los procesos administrativos, y, por lo tanto, al Código de Organización Judicial, especialmente, en lo que concierne a las reglas de repartición de los jueces en los servicios de la jurisdicción y las reglas de distribución de los asuntos entre los jueces105. Estos dos tipos de reglas pueden ser la causa de perjuicios al principio del juez natural, que es un aspecto del principio del juez independiente e imparcial establecido por la ley y por tanto partícipe del derecho a un proceso justo, como la Corte Europea de Derechos Humanos ha tenido la ocasión de afinarlo en el asunto DMD Group c. Slovaquie106.


			La distinción entre los procesos y los procedimientos ha sido puesta recientemente de relieve, tanto en Derecho público como privado107. En cierto sentido, se hace eco de una distinción anterior hecha por Christian Atias, con mucha intuición, entre la justiciabilidad y la justicialidad, para marcar más la diferencia entre la justicia como institución administrativa y la justicia como función jurisdiccional: “La justicialité, la justice en tant qu’institution, ensemble de personnels, de moyens, d’entités, de hiérarchies, de stocks et de flux de dossiers à gérer, est assurément […] à gérer aussi bien que possible, pour tenter de faire face à la justiciabilité croissante et aux actions proliferantes”108 (“la justicialidad, la justicia como institución, conjunto de personal, de medios, de entidades, de jerarquías, de stocks y de flujos de dossiers à gestionar, debe sin duda […] ser gestionada de la mejor manera posible, para intentar afrontar la justiciabilidad creciente y la proliferación de las acciones”). Christian Atias ve en esta distinción, con atino, “l’un des grands défis de notre temps” (“uno de los grandes desafíos de nuestro tiempo”), a partir del momento en que la lógica de la institución administrativa y la de la función jurisdiccional pueden interferirse mutuamente, o incluso oponerse: “Comment faire que les préoccupations de la justicialité n’interfèrent pas directement dans l’accomplissement de la fonction juridictionnelle? Juger, ce n’est pas gérer un dossier. C’est, d’une certaine façon, toujours répondre à l’attente des justiciables; ils sont souvent prêts à admettre la condamnation ou le débouté, à condition qu’ils soient correctement motivés. Ici aussi, la quantité affecte la qualité” (“¿cómo hacer que las preocupaciones de la justicialidad no interfieran directamente en la realización de la función jurisdiccional? Juzgar, no es gestionar un dossier. Es, de una cierta manera, responder a las expectativas de los justiciables; estos están a menudo dispuestos a admitir la condenación o que no les den la razón a condición de que se motive correctamente. Aquí también, la cantidad afecta la calidad”); “mettre la justice et la justiciabilité à l’abri de la justicialité pourrait être un objectif ou un rêve” (“poner la justicia y la justiciabilidad al abrigo de la justicialidad podría ser un objetivo o un sueño”)109.


			Ciertamente, los procesos administrativos son más porosos que los procedimientos jurisdiccionales a las exigencias de la buena administración de la justicia concebida en los términos contemporáneos del management. Por ello, la buena administración de los procedimientos jurisdiccionales puede ser afectada por consideraciones que no tienen nada que ver con las finalidades del acto de juzgar110.


			B. Buena administración de la justicia, procesos administrativos y gestión de los asuntos (case management)


			20. La administración de la justicia y, por ende, la buena administración de la justicia están hoy en el cruce de caminos, rodeadas por imperativos económicos y finalidades cualitativas, cultura de las cifras y los resultados, y cultura del signo, pero, sobre todo, más allá de las cuestiones inmediatas, es una cierta concepción del Estado de derecho la que está en juego cuando la independencia de esta institución, necesariamente tercera en el seno de la arquitectura estatal, puede ser desmentida factualmente por su sumisión general a una lógica administrativa y financiera de derecho común en la mano del poder ejecutivo, lo que elimina completamente su singularidad. Habría poca diferencia, finalmente, entre el hecho de construir una autopista y el de adoptar una sentencia, habría, en ambos casos, un mismo proceso de fabricación justiciable de los mismos métodos de organización y de gestión, y, en los dos casos, el proceso de fabricación tendría que ser lo más eficiente posible. Es aquí donde aparece la noción de management y, en lo que nos concierne, la noción de case management, o, más exactamente, court case management o judicial case management. El case management es un management. Este anglicismo ha sido admitido por la Academia francesa desde 1973. En inglés, management, como manager, viene del verbo to manage, que significa gestionar, dirigir, controlar, tener éxito, pero, también, no olvidar, desenvolverse. A partir de ello, no hay que concluir que el manager es simplemente alguien que sabe desenvolverse fácilmente (débrouillard). El grand Robert lo define como la persona que ejerce una función de management y define el management como el conjunto de técnicas de organización y de gestión de una empresa en sentido amplio. El Trésor de la langue française ve más exactamente el “ensemble des méthodes d’organisation efficace (définition et partage des responsabilités) et de gestion rationnelle (en fonction d’objectifs ou de programmes fixés) employées dans la direction d’une affaire, d’une entreprise” (“conjunto de métodos de organización eficaz [definición y reparto de responsabilidades] y de gestión racional [en función de los objetivos o de programas fijos] empleados en la dirección de un asunto, de una empresa”). El management aparece así, a la vez, como organización de la gestión y gestión de la organización. A priori, ambos términos no se pueden rechazar. ¿La justicia es una organización?; ¿tiene incluso su código, El Código de la Organización Judicial? El derecho mismo puede ser presentado como una técnica de organización111 y la gestión tiene derecho como tal en todos los campos del Derecho desde hace mucho tiempo. Ello es evidente en Derecho civil112. No obstante, también en Derecho judicial, donde el Código de Organización Judicial se refiere a esto muy claramente en lo que toca a la gestión administrativa de las jurisdicciones (art. R. 312-25), a los problemas de gestión y de organización de la secretaría judicial (art. R. 222-38, R. 312-54, 312-64) así como a las misiones de servicio de administración regional113.


			21. Entonces, si las nociones de organización y de gestión no son rechazables, ¿cuál es el problema? El problema es que la preocupación tradicional de bonne administration de la justice, de bonne justice o sus derivados114, expresadas en nuestros códigos, adquiere progresivamente un nuevo sentido, en el que la búsqueda de eficiencia económica prevalece frente a la gestión del buen padre de familia115. El problema viene de la dimensión suplementaria que introduce la noción de management: la gestión debe ser racional con respecto a los objetivos fijados, la organización debe ser eficaz, en referencia a los modos de gestión privada que esta racionalidad y esta eficacia deben ser concebidas. Es lo que se llama la doctrina del new public management que, como las public school, no tienen nada de públicas. Es toda la administración pública francesa la que es afectada por esta evolución, hasta el punto de hacer temer a los administrativistas de más renombre la disolución progresiva del propio Derecho administrativo116. Esta “nueva gestión pública” utiliza el método de gestión inspirado en la del sector privado; su proyecto es limitar el papel del Estado a la conducción de la acción administrativa delegando la ejecución de una parte creciente de sus misiones a entidades autónomas y exteriores a la institución judicial117. Es la razón del menor Estado, por retomar la expresión de Antoine Garapon118. La administración de la justicia no escapa a esta tendencia. La justicia se hace managériale y a este tipo de justicia se le requiere que se interese menos a la calidad de la obra de juzgar que a la eficacia de la gestión de recursos que le son dedicados119, entendida como la capacidad de optimizar la utilización de los medios. Solo cuenta la búsqueda de resultados a corto plazo, con una generalización de la medida cifrada del rendimiento. Los indicadores de rendimiento permiten medir la realización de los objetivos de eficacia. Más allá de una simple búsqueda de eficacia en la utilización de los medios, la gestión managériale tiende a subordinar a sus propios criterios la institución que rige. Esta nueva concepción de la acción pública desvanece, para las administraciones soberanas, la percepción de los valores que fundan su acción llevada a cabo en el nombre del interés general y la acción pública termina por diluirse en la gestión técnica en una multitud de casos particulares.


			Gestionar estos casos es lo que es el case management (literalmente, gestión de casos) y, en su origen, esta noción no tenía nada que ver propiamente con la justicia, ni siquiera con los juristas. Basta con escribir estas dos palabras en Google para convencerse de ello. Desde la proliferación de respuestas dadas a esta solicitación, algunas definiciones pueden ser señaladas, de donde emerge precisamente la noción de proceso: “équivalent électronique de ce qui a supporté les activités métiers depuis des décennies : des classeurs, des tiroirs, des dossiers, des formulaires et des processus collaboratifs pour aider à la décision des intervenants humains associés; le case management capture et véhicule les interactions humaines tout au long du processus pour atteindre un but particulier” (“equivalente electrónico de lo que han soportado las actividades profesionales desde hace decenas: armarios, cajones, carpetas, formularios y procesos colaborativos para ayudar a la decisión de los intervinientes humanos asociados; el case management captura y vehicula las interacciones humanas durante todo el proceso para conseguir un objetivo particular”); “gestion de processus collaboratifs dont la durée de vie peut être longue, qui coordonnent de la connaissance, des contenus et des ressources pour faire avancer une affaire dans un contexte métier particulier; avec un déroulement qui peut ne pas être connu à l’avance (non prédictif); dans lequel une appréciation humaine est nécessaire pour déterminer dans quelle mesure le but à atteindre peut être atteint réellement; et où l’état du dossier peut être altéré par des événements externes à l’entreprise” (“gestión de los procesos colaborativos cuya duración puede ser larga, que coordinan el conocimiento, los contenidos y los recursos para hacer avanzar un asunto en un contexto profesional particular; con un desarrollo que no puede ser conocido por adelantado [no predictivo], en el que una apreciación humana es necesaria para determinar en qué medida el objetivo a conseguir puede realmente ser conseguido y donde el estado del dossier puede ser alterado por eventos externos a esta actividad”); “prise en charge continue des usagers atteints de pathologies chroniques […] est intimement lié au développement du suivi ambulatoire et au processus de désinstitutionalisation qui s’est développé en santé mental; dans un souci d’efficacité de l’offre de soins et de services, le case management contribue à garantir un état de santé ándicap au regard des conséquences en termes de ándicap de la maladie psychique ”120 (“asumir continuamente la toma en consideración de los usuarios con patologías crónicas […] está íntimamente relacionado con el desarrollo del seguimiento ambulatorio y con el proceso de desinstitucionalización que se desarrolla en la salud mental; con una preocupación de eficacia en la oferta de cuidados y servicios, el case management contribuye a garantizar un estado de salud aceptable en cuanto a las consecuencias en términos de nivel de capacidad de las personas que padecen dolencias mentales”).


			La institución judicial se inscribe así en una lógica que no se basa solo en su administración en el sentido tradicional del término y en la manera en que pone en marcha sus procedimientos, sino que orienta su acción, determina su sentido, influye en sus decisiones y pretende deducir el criterio de su calidad de la eficacia de su intervención. Tras la puesta en marcha de la Loi d’organisation des lois de finances (LOLF, Ley de organización de las leyes de finanzas), es la Révision générale des politiques publiques (RGPP, revisión general de las políticas públicas) la que, desde 2007, ha cuestionado a veces brutalmente, en una lógica únicamente contable, los principios mayores de funcionamiento del sistema judicial, como el de la comparecencia personal, o la del debate público y contradictorio. Un nuevo modelo se hace valer proponiendo criterios de evaluación, según criterios definidos por los administradores, sin consulta previa de los profesionales que deben aplicarlos. La tasa de satisfacción de los justiciables se convierte, de esta forma, en un criterio de calidad y el justiciable se transforma en consumidor. Hay que decir que incluso un cliente, colocado en el centro del sistema, debe disponer de información suficiente para permitirle apreciar el rendimiento de la institución121. En el mismo momento en que se impone como modo de gobernanza, el modelo de gestión o managérial introduce así una exigencia de peso y sin abordar frontalmente la calidad de la sentencia122, espera determinar el criterio de la buena justicia, como la que, por una parte, responde a las expectativas de la mayoría, definidas si es necesario por sondeos o encuestas de opinión, y que, por otro lado, responde a imperativos de eficiencia que se esfuerza por imponer de la manera más uniforme posible a todas las administraciones123.


			22. Es esta filosofía neoliberal la que está en el origen de las reformas de la justicia y del proceso civil realizadas desde hace unos veinte años en la mayoría de los países de common law, especialmente, en Estados Unidos y en Inglaterra-País de Gales, a través de lo que Richard Marcus ha llamado “The rise of managerial judging”124. 


			Esta constatación es especialmente clara en Inglaterra donde la reforma de las Civil Procedure Rules llevada a cabo al final de los años 1990 tras el informe de Lord Woolf estaba principalmente motivada por el coste juzgado exorbitante de la justicia inglesa y la necesidad de reducir el precio racionalizando su desarrollo125, lo que pasaba, especialmente, por el aumento de los poderes del juez, tradicionalmente reducidos en common law, y por la cooperación diligente y leal de las partes en el proceso jurisdiccional. Sin entrar demasiado en los detalles, digamos que esta reforma se tradujo, primo, por la definición de circuitos procedimentales en función de la complejidad y el valor de los litigios, siendo a menudo pareja de ambos: se ha distinguido así, del más simple al más complejo, los small claims tracks, los fast-tracks y osmulti-tracks; secundo, por un refuerzo de la fase inicial del procedimiento, ante un case management judge cuando se trate de los case management conferences, que pueden conducir a la elaboración entre las partes y el juez de pre action protocols en cierta categorías de litigios, estos acuerdos procesales no se presentan como tales y tienen como objetivo organizar el intercambio de informaciones entre las partes, favorecer la búsqueda de una resolución amistosa del litigio y, en su defecto, determinar el calendario del procedimiento así como evaluar su coste. Todas estas nuevas reglas deben ser aplicadas e interpretadas a la luz de los principios directivos de un overriding objective, cuyo contenido, expuesto en el primer artículo del Código de Procedimiento Civil inglés, expresa muy claramente la filosofía del case management en materia civil126. Este artículo identifica todos los ingredientes de manera límpida: la economía de la justicia (saving expense, allotting to it an appropriate share of the court’s resources, while taking into account the need to allot resources to other cases, considering whether the likely benefits of taking a particular step justify the cost of taking it); el control del tiempo del proceso (ensuring that it is dealt with expeditiously, identifying the issues at an early stage, deciding promptly which issues need full investigation and trial and accordingly disposing summarily of the others, fixing timetables or otherwise controlling the progress of the case, giving directions to ensure that the trial of a case proceeds quickly and efficiently); los mayores poderes del juez, (The court must seek to give effect to the overriding objective, The court must further the overriding objective by actively managing cases); la cooperación de las partes (The parties are required to help the court to further the overriding objective, encouraging the parties to co-operate with each other in the conduct of the proceedings); el ajutamiento del procedimiento a la realidad del litigio (dealing with the case in ways which are proportionate : (i) to the amount of money involved; (ii) to the importance of the case; (iii) to the complexity of the issues; and (iv) to the financial position of each party); la incitación a las resoluciones amistosas del litigio (encouraging the parties to use an alternative dispute resolution procedure if the court considers that appropriate and facilitating the use of such procedure, helping the parties to settle the whole or part of the case); y el recurso a las nuevas tecnologías (making use of technology), que permiten especialmente ahorrarse la presencia de las partes (dealing with the case without the parties needing to attend at court).


			Esta concepción del proceso civil goza, en la escena internacional, de un aura extraordinaria que ha llevado a la sombra de manera considerable al nuevo Código de Procedimiento Civil francés y que ha sido convertido, por lo demás, desde 2008, en el Código de Procedimiento Civil simplemente. La seducción se ejerce más allá de los países de common law. España, en 2000; Alemania, en 2001; los Países Bajos, en 2002; y Dinamarca, en 2006 podrían ser citados en este sentido. Así como lo ha observado un autor inglés, Christipher Hodges, en todas estas evoluciones “key concepts that are currently influential are case management, mediation, cost-proportionality and efficiency”127. Aún más cerca de nosotros, Italia se vuelve acogedora de la doctrina del case management, de lege ferenda, sino en la lex lata, como lo muestra la reciente oferta del Código de Procedimiento Civil italiano presentado por el profesor Andrea Proto Pisani128, lo que se abre también sobre los Principî fondamentali dei processi giurisdizionali, que tiene un artículo 0.8 titulado Efficienza del processo civile que dispone: “E assicurato un impiego proporzionato delle ricorse giudiziali rispetto allo scopo della giusta composizione della controversia entre un termine ragionevole, tenendo conto della necessità di riservare ricorse agli altri processi”, dicho de otra manera, por simplificar “est assuré un emploi des moyens juridictionnels proportionné à la juste solution du litige dans un délai raisonnable, en tenant compte de la nécessité de réserver les ressources de la juridiction à la solution des autres litiges” (“se asegura una utilización de los medios jurisdiccionales proporcionales a la justa solución del litigio en un plazo razonable, teniendo en cuenta la necesidad de reservar los recursos de la jurisdicción a la solución de los otros litigios”).


			23. ¿Debe rechazarse íntegramente esta nueva filosofía económica de la justicia y del proceso129? No está claro que así sea, por diferentes causas, bastante complejas para analizarlas, ya que nada es blanco o negro en este asunto, por lo que debe matizarse y poner cada cosa en su lugar. La primera razón es que la eficacia de la gestión judicial no puede ser admisible por principio. Debe incluso afirmarse que la gestión de los medios de la justicia así como la gestión de los medios de todo servicio público debe ser eficaz, ya que los medios de la justicia vienen del presupuesto de la nación, es decir, del impuesto pagado por los ciudadanos, lo que significa dos cosas: primero, que el presupuesto de la justicia no es extensible, sobre todo, en período de austeridad130; segundo, que debe rendirse cuentas de la buena utilización del dinero público, lo que participa del espíritu de la declaración de derechos humanos y del ciudadano, especialmente de los artículos 14 y 15: “Tous les Citoyens ont le droit de constater, par eux-mêmes ou par leurs représentants, la nécessité de la contribution publique, de la consentir librement, d’en suivre l’emploi, et d’en déterminer la quotité, l’assiette, le recouvrement et la durée” (“todos los ciudadanos tienen derecho de constatar por ellos mismos o por sus representantes la necesidad de la contribución pública, de consentir a ella libremente, de seguir su utilización, de determinar el reparto, la base, la recogida y la duración”), art. 14; “[l]a Société a le droit de demander compte à tout Agent public de son administration” (“la Sociedad tiene derecho a pedir cuentas a todo Agente público de su administración”), art. 15. Las preocupaciones de economía de la justicia y del proceso son, además, antiguas131. Esta regla de economía no es un problema. El problema aparece cuando la búsqueda de eficacia se convierte en el objetivo exclusivo a la luz del que se mide la calidad de la justicia. Medio, la eficacia se convierte en finalidad; eso es lo que es inadmisible. La eficacia managériale de gestión no es un fin en sí mismo, es solo el medio de adoptar en plazo razonables una justicia de calidad, es decir, en definitiva, una justicia aceptada por los justiciables, que tendrán la sensación de haber sido oídos de manera apropiada, aunque no obtengan una sentencia favorable. La justicia no debe ser efectuada al coste mínimo, sino al coste adecuado, es decir, en una medida que no conlleve perjuicio a las exigencias de la equidad procesal. La promoción del principio de eficiencia como principio de acción pública debe combinarse con los principios del proceso justo. El proceso civil no puede ser ideado hoy como el resultado de un arbitraje permanente y necesario, entre un principio de eficiencia y un principio de equidad132. La buena administración de la justicia, expresada hoy a través de la reivindicación de la calidad de la justicia, es el resultado de este equilibrio entre la eficiencia y la equidad133. La referencia a la equidad conduce a la segunda razón de no rechazar frontalmente la concepción del proceso que expresa el case management. Y es que el case management no puede reducirse a un pensamiento reduccionista de la economía de la justicia, mientras que conduce al aumento de los poderes del juez en el marco de un modelo cooperativo del proceso, donde este ya no depende solo de las partes para que el litigio sea resuelto de manera apropiada, y, en la medida de lo posible, de manera simple, rápida, poco costosa, dando al mismo tiempo todas las garantías de buena justicia. El case management encuentra, en realidad, su origen al final del siglo XIX, en la teoría austríaca de la función social del proceso, elaborada por Franz Klein134 y pasada a Francia al principio del siglo XX por mediación del remarcable Albert Tissier135, en varios trabajos, especialmente, en un artículo titulado “Le rôle social et économique des règles de la procédure civile”, publicado en 1911136. Es esta síntesis realizada por Tissier entre la tradición liberal del código de 1806 y la función social del código austríaco quien, por lo esencial, será transcrita en el nuevo Código de Procedimiento Civil tras diferentes tentativas frustradas, sobre todo, en los años 1930137. El desafío es, sobre todo, poner la concepción managériale de la justicia al servicio de la función social del proceso, la eficacia al servicio de la equidad. Es así, por lo demás, como lo entiende la Europa de los derechos humanos: el plazo razonable para juzgar es un elemento del proceso justo138, es además en la Europa de los derechos humanos que se ha constituido la Comisión europea por la eficacia de la justicia (CEPEJ)139 y ya antes de la creación de la CEPEJ, en 2002, el Consejo de Europa había elaborado una “Recommandation n° R (84) 5 du 28 février 1984 sur les principes de procédure civile propres à améliorer le fonctionnement de la justice”. Este, en las motivaciones del artículo 6 conv. EDH, hacía de los poderes activos de administración del juez una herramienta de mejora de la calidad de la justicia, buscando reforzar el derecho a un proceso justo140.


			24. Si la vía del case management es peligrosa, las peores hipótesis no están aún confirmadas. Debe solamente reorientarse la buena administración de la justicia subordinándola a la justicia más que a la administración y, para ello, definirse las condiciones de una administración al servicio de la justicia en el marco de una democratización de la institución judicial141, lo que pasa por el desarrollo de un modelo de administración concertado de la justicia asociada a una concepción cooperativa del proceso142. Esto debería permitir reunir los dos aspectos de la buena administración de la justicia.
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					38	Ver, por ejemplo, art. 84, al. 1 Código de Procedimiento Penal: “Sous réserve de l’application des articles 657 et 663, le dessaisissement du juge d’instruction au profit d’un autre juge d’instruction peut être demandé au président du tribunal, dans l’intérêt d’une bonne administration de la justice, par requête motivée du procureur de la République, agissant soit spontanément, soit à la demande des parties” (“con reserva de la aplicación de los artículos 657 y 663, el desistimiento del juez de instrucción en beneficio de otro juez de instrucción puede ser solicitado al tribunal, en interés de una buena administración de la justicia, por petición motivada del fiscal general del Estado, actuando por propia iniciativa o a petición de las partes”).


				


				

					39	Ver, por ejemplo, art. 83-1, al 4 Código de Procedimiento Penal: “Dans un délai d’un mois à compter de sa saisine, la chambre décide alors soit, s’il n’y a pas lieu à cosaisine, de renvoyer le dossier au magistrat instructeur, soit, si cette décision est indispensable à la manifestation de la vérité et à la bonne administration de la justice, de procéder au dessaisissement du juge d’instruction et à la désignation, aux fins de poursuite de la procédure, de plusieurs juges d’instruction” (“en un plazo de un mes desde que es solicitada, la cámara decide, si no hay motivo para la remisión conjunta, devolver el caso al juez instructor, si esta decisión es indispensable para manifestar la verdad y la buena administración de la justicia, proceder al desistimiento del juez de instrucción y a la designación para continuar el procedimiento de varios jueces de instrucción”). Y, en su defecto, art. 221-3, II, Código de Procedimiento Penal: “II. La chambre de l’instruction, après avoir le cas échéant statué sur ces demandes, peut : 7° Lorsque cette décision est indispensable à la manifestation de la vérité et à la bonne administration de la justice et qu’il n’est pas possible de procéder aux désignations prévues au 6°, procéder au dessaisissement du juge d’instruction et à la désignation, aux fins de poursuite de la procédure, d’un ou plusieurs juges d’instruction de la juridiction d’origine ou d’une autre juridiction du ressort” (“la cámara de instrucción, tras haber en su caso estatuado sobre estas demandas, puede: 7° Cuando esta decisión sea indispensable para manifestar la verdad y la buena administración de la justicia, y que no es posible proceder a las designaciones previstas en el 6°, proceder al desistimiento del juez de instrucción y la designación, para continuar el procedimiento, de uno o varios jueces de instrucción de la jurisdicción de origen o de otra jurisdicción de su esfera”) .


				


				

					40	Lo que puede causar incertidumbre, no deseable en materia penal: Desportes y Lazerges-Cousquer, Traité de procédure pénale, N.º 772: “La notion de bonne administration de la justice a un contenu si large que tous les renvois pourraient être justifiés par elle”. Laurence Neuer, comp., “Dépaysement, ou le pèlerinage d’une justice au-dessus de tout soupçon”, JCP (Semaine juridique) 2010, 1102.


				


				

					41	Art. 665, al. 2 Código de Procedimiento Penal: “Le renvoi peut également être ordonné, dans l’intérêt d’une bonne administration de la justice, par la chambre criminelle, soit sur requête du procureur général près la Cour de cassation, soit sur requête du procureur général près la cour d’appel dans le ressort de laquelle la juridiction saisie a son siège, agissant d’initiative ou sur demande des parties” (“el reenvío puede igualmente ser ordenado, en el interés de una buena administración de la justicia, por la cámara criminal, sea a petición del Fiscal general ante la Corte de Casación, sea a petición del Fiscal general ante el tribunal de apelación de la esfera en que la jurisdicción solicitada tiene su sede, actuando por propia iniciativa o a solicitud de las partes”). El párrafo 1 de este artículo trata sobre el reenvío por causa de seguridad pública, compl. por art. 667 Código de Procedimiento Penal: Ver Cass. crim. 8 de enero de 1998, N.º 97-85.557, Bulletin des arrêts civils N.º 10. Cass. crim. 17 de mayo de 2011, N.º 11-83617, Bulletin des arrêts civils N.º 99. Cass. crim. 20 de julio de. 2011, N.º 11-85.465, Recueil Dalloz 2011, 2118, precisando que este reenvío no permite disociar el caso de ciertos detenidos, lo que impone, precisamente, la necesidad de mantener la unidad del litigio. Ver también, más allá de las cuestiones de reenvío, el artículo 10-9 Código de Procedimiento Penal: “Sauf exception justifiée par les nécessités de la bonne administration de la justice, un même citoyen assesseur ne peut être désigné pour siéger au cours de l’année à la fois au sein d’un tribunal correctionnel ou d’une chambre des appels correctionnels et au sein d’un tribunal de l’application des peines ou d’une chambre de l’application des peines” (“salvo excepción justificada por las necesidades de la buena administración de la justicia, un mismo ciudadano asesor no puede ser designado para estar en el mismo año a la vez en un tribunal correccional o en una cámara de apelación correccional, y en un tribunal de aplicación de penas o en una cámara de aplicación de penas”).


				


				

					42	Ver, por ejemplo, Cass. com. 3 de junio de 1997, N.º 95-12802, Bulletin des arrêts civils IV, N.º 162, fundado en el artículo 79, al. 2 Código de Procedimiento Civil.


				


				

					43	Cass. 1re civ., 13 de junio de 1978, Revue critique de droit international privé 1978, 722, nota Audit. Acercar art. 1166, al. 5 Código de Procedimiento Civil, en materia de adopción internacional.


				


				

					44	Jean Chapron, “Le juge chargé du contrôle des expertises judiciaires civiles”, Revue Experts, no. 84 (junio 2009): 9, para el que el juez designado sobre la base del artículo 155-1 pour “doit pouvoir user pleinement des pouvoirs […] utiles au bon avancement de la mesure d’instruction” (“debe poder utilizar plenamente los poderes […] útiles para el buen avance de la medida de instrucción”).


				


				

					45	Del Estado: Ver Cass. 2a civ., 16 de marzo de 2000, N.º 97-19.102, donde la reunión de tres procedimientos arbitrales es ordenada por el presidente de una jurisdicción consular solicitado como juez de apoyo. 


				


				

					46	Art. 367 Código de Procedimiento Civil: “Le juge peut, à la demande des parties ou d’office, ordonner la jonction de plusieurs instances pendantes devant lui s’il existe entre les litiges un lien tel qu’il soit de l’intérêt d’une bonne justice de les faire instruire ou juger ensemble” (“el juez puede, a petición de las partes de oficio, ordenar la reunión de varias instancias pendientes ante él si existe entre los litigios una relación tal que sea del interés de una buena justicia de hacerlas instruir o juzgar juntas”).


				


				

					47	Ver supra nota 8 y Cadiet, Répertoire de procédure civile, V° “Connexité”. 


				


				

					48	Las dos hipótesis dan además lugar a confusiones en ocasiones: ver, por ejemplo, Cass. com. 9 de junio de 1987, N.º 85-13.780, entre un juicio y una sentencia arbitral.


				


				

					49	Ver, por ejemplo, Cass. 1re civ., 4 de marzo de 1986, Bulletin des arrêts civils I, N.º 53; Gazette du Palais 1987, 1, somm. 53, observaciones Guinchard et Moussa. Cass. com. 20 de diciembre de 1988, Bulletin des arrêts civils IV, N.º 353, en cuanto a las cámaras de apelación. Cadiet, Répertoire de procédure civile, V° “Connexité”, N.º 42.


				


				

					50	Art. 612-1 Código de Procedimiento Penal: “En toute matière, lorsque l’intérêt de l’ordre public ou d’une bonne administration de la justice le commande, la Cour de cassation peut ordonner que l’annulation qu’elle prononce aura effet à l’égard des parties à la procédure qui ne se sont pas pourvues” (“en toda materia, cuando el interés del orden público o de una buena administración de justicia lo exige, la Corte de casación puede ordenar que la anulación que pronuncia tenga efecto en cuanto a las partes en el procedimiento en que no se han presentado”).


				


				

					51	Ver, por ejemplo, art. 474-475 y 552-553 y 615 Código de Procedimiento Civil, sobre ellos Cadiet y Jeuland, Droit judiciaire privé, 481.


				


				

					52	Art. 378 a 380-1 Código de Procedimiento Civil. V. Cass. com. 19 jul. 1988, N.º 87-10.227, Bulletin des arrêts civils IV, N.º 251: “Il résulte de l’arrêt que le sursis à statuer a été prononcé dans l’exercice du pouvoir discrétionnaire du juge en vue d’une bonne administration de la justice” (“resulta de la sentencia que la suspensión, sursis à statuer, ha sido pronunciado en el ejercicio del poder discrecional del juez en vistas a una buena administración de la justicia”). Acercar Cass. com. 11 junio 1991, N.º 89-15216, Bulletin des arrêts civils IV, N.º 219. Cass. 1re civ., 16 nov. 2004, N.º 02-14.528, Bulletin des arrêts civils I, N.º 222. Cass. 2a civ., 22 nov. 2007, N.º 06-18.892, Bulletin des arrêts civils II, N.º 256.


				


				

					53	A lo que se podría aproximar, mutatis mutandis la casación sin reenvío (art. L. 411-3 Código de la Organización Judicial), igualmente justificada en referencia a la buena administración de la justicia: Ver Cadiet, Normand y Amrani-Mekki, Théorie générale, 292.


				


				

					54	Ver Cadiet, Normand y Amrani-Mekki, Théorie générale, 281. Ver también Jeuland, Droit processuel général, 489, que ve de todos modos una obligación por el juez penal por medio del artículo 520 Código de Procedimiento Penal: “Si le jugement est annulé pour violation ou omission non réparée de formes prescrites par la loi à peine de nullité, la cour évoque et statue sur le fond” (“si el juicio es anulado por violación u omisión no reparada de las formas prescritas por la ley con pena de nulidad, la corte evoca estatúa sobre el fondo”), a acercar al art. 520-1 Código de Procedimiento Penal : “En cas d’appel d’une ordonnance rendue en application de l’article 495-11, la cour évoque l’affaire et statue sur le fond sans pouvoir prononcer une peine plus sévère que celle homologuée par le président du tribunal ou le juge délégué par lui, sauf s’il y a appel formé par le ministère public ” (“en caso de apelación de una ordenanza adoptada en aplicación del art. 495-11, la Corte evoca el asunto y estatúa sobre el fondo sin poder pronunciar una pena más severa que la ya homologada por el presidente del tribunal o el juez delegado por este, excepto si hay apelación del ministerio público”, apelación en caso de comparecencia sobre reconocimiento previo de culpabilidad). Sin embargo, puede pensarse que se trata menos aquí de evocación stricto sensu que de efecto devolutivo obligatorio, la solución sigue siendo entonces mutatis mutandis, la prevista en el Código de procedimiento civil en el artículo 562, al. 2: “La dévolution s’opère pour le tout lorsque l’appel n’est pas limité à certains chefs, lorsqu’il tend à l’annulation du jugement ou si l’objet du litige est indivisible” (“la devolución se opera totalmente cuando la apelación no se limita a ciertos, aspectos, cuando tiende a anular la sentencia o si el objeto del litigio es indivisible”).


				


				

					55	El argumento es invocado para obstaculizar la evocación. Ver, por ejemplo, Cass. 2a civ., 28 de mayo de 1986, N.º 84-16.686, Bulletin des arrêts civils II, N.º 84: “[S]ans rechercher s’il était de bonne justice de procéder à cette évocation qui privait la société de son droit au double degré de juridiction” (“sin buscar si se trata de buena justicia proceder a esta evocación que privaba a la sociedad de su derecho a la doble instancia de jurisdicción”), que no se retiene en este caso. De manera general, la Corte de Casación juzga que la evocación no desconoce el artículo 6 § 1 Convention européenne des droits de l’homme, con respecto, especialmente, a la exigencia de una duración razonable del procedimiento: Cass. 2a civ., 21 abr. 2005, N.º 03-16.466, Bulletin des arrêts civils II, N.º 110.


				


				

					56	Ver, de todos modos, infra nota 58 en cuanto al art. 568 Código de procedimiento civil.


				


				

					57	Art. 88 Código de Procedimiento Civil: “Lorsque la cour est juridiction d’appel relativement à la juridiction qu’elle estime compétente, elle peut évoquer le fond si elle estime de bonne justice, de donner à l’affaire une solution définitive après avoir ordonné elle-même, le cas échéant, une mesure d’instruction” (“cuando la corte es jurisdicción de apelación relativamente a la jurisdicción que estima competente, puede evocar el fondo si estima de buena justicia dar al asunto una solución definitiva tras haber ordenado ella misma, en su caso, una medida de instrucción”). Ver Cadiet y Jeuland, Droit judiciaire privé, 302.


				


				

					58	Art. 568 Código de Procedimiento Civil: “Lorsque la cour d’appel est saisie d’un jugement qui a ordonné une mesure d’instruction, ou d’un jugement qui statuant sur une exception de procédure, a mis fin à l’instance, elle peut évoquer les points non jugés si elle estime de bonne justice de donner à l’affaire une solution définitive, après avoir ordonné elle-même, le cas échéant, une mesure d’instruction” (“cuando el tribunal de apelación es solicitado para un juicio en el que ha ordenado una medida de instrucción, o en cuanto a una sentencia que estatúa sobre una excepción procedimental poniendo fin a la instancia, puede evocar los puntos no juzgados si estima de buena justicia dar al asunto una solución definitiva, tras haber ordenado ella misma, en su caso, una medida de instrucción”). Ver Cadiet y Jeuland, Droit judiciaire privé, 838.


				


				

					59	Ver Cass. 2a civ., 25 de marzo de 1985, N.º 80-40.788, Bulletin des arrêts civils II, N.º 73; Gazette du Palais 1985, pan. 197, observaciones Croze y Morel. Cass. 3a civ., 14 oct. 1992, N.º 90-19.896. Cass. 2a civ., 12 de marzo de 1997, N.º 95-11.441, Bulletin des arrêts civils II, N.º 69. – Cass. 2a civ., 21 abr. 2005.


				


				

					60	Ver, por ejemplo, Cass. 2a civ., 27 setiembre. 2012, N.º 11-11.762.


				


				

					61	Ver, por ejemplo, art. 507 y 508 Código de Procedimiento Penal, cuando el tribunal estatúa por sentencia distinta de la sentencia sobre el fondo, la apelación es inmediatamente aceptable si esta sentencia pone fin al procedimiento. La parte apelante puede entonces depositar en la secretaría, antes de que expiren los plazos de apelación, una solicitud dirigida al presidente de la cámara de las apelaciones correccionales, tendiente a hacer declarar la apelación inmediatamente admisible. Si el presidente de la cámara de las apelaciones correccionales admite esta solicitud, “dans l’intérêt de l’ordre public ou d’une bonne administration de la justice” (“en interés del orden público o de una buena administración de la justicia”), fija la fecha en que la apelación será juzgada. Acercar art. 570 y 571 Código de Procedimiento Penal en caso de recurso de casación. 


				


				

					62	Ver, por ejemplo, art. 221-1 Código de Procedimiento Penal: “Lorsqu’un délai de quatre mois s’est écoulé depuis la date du dernier acte d’instruction nécessaire à la manifestation de la vérité, le président de la chambre de l’instruction peut, par requête, saisir cette juridiction. La chambre de l’instruction peut, dans l’intérêt d’une bonne administration de la justice, soit évoquer et procéder dans les conditions prévues par les articles 201, 202, 204 et 205, soit renvoyer le dossier au juge d’instruction ou à tel autre afin de poursuivre l’information” (“cuando un plazo de cuatro meses ha pasado desde la fecha del último acto de instrucción necesario para la manifestación de la verdad, el presidente de la cámara de instrucción puede solicitar la intervención de esta jurisdicción. La cámara de instrucción puede, en el interés de una buena administración de la justicia, o evoca y proceder en las condiciones previstas por los artículos 201, 202, 204 y 205, o reenviar el dossier al juez de instrucción o a otro para continuar la información”).


				


				

					63	Ver, por ejemplo, art. 38 Código de Procedimiento Penal: “Les officiers et agents de police judiciaire sont placés sous la surveillance du procureur général. Il peut les charger de recueillir tous renseignements qu’il estime utiles à une bonne administration de la justice” (“los oficiales y agentes de policía judicial son puestos bajo la vigilancia del fiscal general. Este puede encargarse de recopilar todas las informacions que estime útiles para una buena administración de la justicia”). Art. 486-2 Código de Procedimiento Penal: “Sauf lorsque le président en décide autrement dans l’intérêt d’une bonne administration de la justice, le délibéré se tient à l’issue des débats, avant l’examen de toute autre affaire” (“salvo cuando el presidente lo decida de otra manera en interés de una buena administración de justicia, la deliberación tiene lugar al final de los debates, antes de examinar otro asunto”). Ver también Cour européenne des droits de l’homme 6 mai 2003, P4 Radio Hele Norge c/ Norvège, N.º 76682/01, sobre la difusión radiotelevisiva de un proceso, que puede “provoquer un surcroît de pression sur les participants, voire influer indûment sur leur comportement et donc gêner la bonne administration de la justice” (“añadir presión a los participantes, o influir de manera indebida sobre su comportamiento, negativamente para la buena administración de la justicia”).


				


				

					64	Jeuland, Droit processuel général, 147.


				


				

					65	Cass. crim. 19 oct. 2010, N.º 10-85.051, Bulletin des arrêts civils N.º 165; N.º 10-82.902, Bulletin des arrêts civils N.º 164; N.º 10-82.306, Bulletin des arrêts civils N.º 163; Recueil Dalloz 2010, 2809, nota Dreyer, a la luz de Cons. const. 30 jul. 2010, dic. N.º 2010-14/22 QPC, Actualité juridique droit administratif 2010, 1556.


				


				

					66	Por ejemplo, a decisiones del Fiscal general ante el tribunal de apelación (art. 38 Código de Procedimiento Penal) o a solicitudes del ministerio público (art. 657, 663, 664 Código de Procedimiento Penal).


				


				

					67	Ver, por ejemplo, la decisión adoptada sobre la base del art. 101 Código de Procedimiento Civil en caso de conexidad entre las diversas jurisdicciones.


				


				

					68	Ver, por ejemplo, la decisión tomada en base al fundamento del art. 107 Código de Procedimiento Civil en caso de conexidad entre diversas formaciones de una misma jurisdicción. 


				


				

					69	Ver Cadiet y Jeuland, Droit judiciaire privé, N.º 101-102.


				


				

					70	Ver Julien Théron, “Mesure d’administration judiciaire, proposition d’un critère de qualification”, Recueil Dalloz, no. 34 (octubre 2010): 2246.


				


				

					71	Ver, por ejemplo, Charles Jarrosson y Bruno Oppetit, La notion d’arbitrage (París: Librairie générale de droit et de jurisprudence, 1987), especialmente, “Introducción”.


				


				

					72	Ver René Chapus, “Georges Vedel et l’actualité d’une ‘notion fonctionnelle’: l’intérêt d’une bonne administration de la justice”, Revue de droit public, no. 1 (2003): 3-18.


				


				

					73	Ver supra nota 3.


				


				

					74	Así, si el presidente de la jurisdicción, en interés de una buena administración de la justicia, designa un juez especialmente encargado de controlar la ejecución de las medidas de instrucción confiadas a un técnico en aplicación del art. 232, no es principalmente para reducir la duración del procedimiento, pero la designación de un juez dedicado al control de las medidas de instrucción puede permitir mejorar la calidad de la ejecución de las medidas de instrucción, de ello puede resultar, globalmente, un beneficio en cuanto al plazo: Ver Jean-Marie Coulon, Réflexions et propositions sur la procédure civile (París: La Documentation française, 1997) 91. Un razonamiento similar puede realizarse con la designación de ciudadanos asesores según los términos del art. 10-9 Código de Procedimiento Penal.


				


				

					75	“[S]i elle estime” (“si ella estima”), disponen los arts. 89 y 568 Código de Procedimiento Civil en beneficio del tribunal de apelación en cuanto a la evocación. “[Q]u’il estime” (“que estima”), dispone el art. 38 Código de Procedimiento Penal en cuanto al poder susceptible de ser ejercido por el fiscal general ante el tribunal de apelación sobre los oficiales y agentes de policía judicial colocados bajo su supervisión.


				


				

					76	Ver, por ejemplo, Cass. 1re civ., 2 de mayo de 1989, N.º 87-17.705, Bulletin des arrêts civils I, N.º 174, en caso de evocación: “[L]a cour d’appel ayant discrétionnairement retenu qu’il n’apparaissait pas d’une bonne justice de donner à l’affaire une solution définitive” (“el tribunal de apelación habiendo retenido discreccionalmente que no parecía de buena justicia dar a este asunto una solución definitiva”). Cass. com. 19 jul. 1988, N.º 87-10227, Bulletin des arrêts civils IV, N.º 251, en caso de suspensión (sursis à statuer), “prononcé dans l’exercice du pouvoir discrétionnaire du juge en vue d’une bonne administration de la justice” (“pronunciado en el ejercicio del poder discreccional del juez en vistas de una buena administración de la justicia”). Cass. com. 11 jun 1991, N.º 89-15.216, Bulletin des arrêts civils IV, N.º219, ibidem: “[L]a cour d’appel a fait apparaître que le sursis à statuer répondait aux nécessités d’une bonne administration de la justice et n’a fait, dès lors, qu’user de son pouvoir discrétionnaire en prononçant une telle mesure” (“el tribunal de apelación ha mostrado que la suspensión [sursis à statuer] respondía a la necesidades de una buena administración de la justicia y no ha, desde entonces, hecho más que usar su poder discrecional al pronunciar tal medida”). Ver también Cass. 1re civ., 16 nov. 2004, N.º 02-14.528, Bulletin des arrêts civils I, N.º 266 y Cass. 2a civ., 22 nov. 2007, N.º 06-18.892, Bulletin des arrêts civils II, N.º 256, fórmula idéntica.


				


				

					77	Ver, por ejemplo, art. 508 Código de Procedimiento Penal: “Si, dans l’intérêt de l’ordre public ou d’une bonne administration de la justice, le président fait droit à la requête” (“Si, en el interés del orden público o de una buena administración de la justicia, el presidente admite la solicitud”). Art. 570 Código de Procedimiento Penal: “[I]l apprécie si le pourvoi doit néanmoins être reçu dans l’intérêt de l’ordre public ou d’une bonne administration de la justice” (“aprecia si el recurso puede ser admitido en interés del orden público o de una buena administración de la justicia”). Art. 571 Código de Procedimiento Penal: “Si, dans l’intérêt de l’ordre public ou d’une bonne administration de la justice, le président fait droit à la requête” (“si, en interés del orden público o de una buena administración de la justicia, el presidente admite la solicitud”). Art. 612-1 Código de Procedimiento Penal: “[L]orsque l’intérêt de l’ordre public ou d’une bonne administration de la justice le commande” (“cuando el interés del orden público o de una buena administración de la justicia lo requiere”).
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